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Guatemala 

 

DECRETO 9-2009 

 

Artículo 1. Objeto de la Ley. La presente Ley tiene por objeto prevenir, 

reprimir, sancionar y erradicar la violencia sexual, la explotación y la trata de 

personas, la atención y protección de sus víctimas y resarcir los daños y 

perjuicios ocasionados.  

  

Artículo 2. Principios. Son principios rectores de la presente Ley: a. 

Confidencialidad: Protege la privacidad y la identidad de las personas víctimas, 

previéndose la confidencialidad de la información inherente recopilada. b. 

Protección especial: A todas las personas víctimas se les debe proveer 

protección individual y diferenciada a fin de garantizar su seguridad y el 

restablecimiento de sus derechos. c. No Revictimización: En los procesos que 

regula esta Ley, debe evitarse toda acción u omisión que lesione el estado 

físico, mental o psíquico de la persona víctima. d. Interés superior del niño o la 

niña: En todas las acciones que se adopten en relación con personas menores 

de edad, el interés superior del niño o la niña debe ser la principal 

consideración, garantizando su correcta reintegración en la sociedad, a través 

del ejercicio, disfrute y restitución de los derechos lesionados, reconociendo a 

la persona menor de edad como titular de derechos y favoreciéndola en las 

decisiones que se tomen para ella. e. No discriminación: Toda persona víctima 

se considerará, en cualquier fase del procedimiento, sea penal o de protección 

especial, como víctima, sin diferencia de sexo, edad, género, religión, etnia o 

cualquier otra condición. f. Derecho de participación: Las opiniones y los 

deseos, de las personas víctimas, deberán ser consultados y tenidos en 

consideración para tomar cualquier decisión que les afecte. Se han de 

establecer las medidas necesarias para facilitar su participación, de acuerdo 

con su edad y madurez. g. Respeto a la identidad cultural: Se reconoce el 

derecho de las personas víctimas a conservar los vínculos con su cultura y 

religión en todas las entrevistas, al tener acceso a servicios de atención o 

procedimientos legales. h. Información: Las personas víctimas deben tener 

acceso a la información sobre sus derechos, servicios que se encuentren a su 

alcance y debe brindárseles información sobre el procedimiento de asilo, la 

búsqueda de sus familia y la situación en su país de origen. i. Proyecto de vida: 

A las personas víctimas se les brindará medios de forma proporcional a sus 

necesidades para poder sustentar su proyecto de vida, buscando la 

erradicación de las causas de su victimización y el desarrollo de sus 

expectativas. j. Celeridad: Los procedimientos que establece esta Ley, deben 

realizarse con especial atención y prioridad. k. Presunción de minoría de edad: 

En el caso en que no se pueda establecer la minoría de edad de la persona 

víctima o exista duda razonable sobre su edad o de la veracidad de sus 
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documentos de identificación personal o de viaje, se presumirá la minoría de 

edad. l. Restitución del ejercicio de derechos: La efectiva restitución del 

ejercicio de los derechos que han sido amenazados o violados y la 

recuperación de las secuelas físicas y emocionales producidas en la víctima. 

 

Artículo 9. Atención. Es la pronta, integral y efectiva intervención de la 

autoridad competente que garantiza a la víctima su recuperación física y 

psicológica, así como la reinserción social y familiar, con particular cuidado a su 

edad, género e identidad cultural. En los programas de atención se debe 

consultar y considerar las opiniones de las víctimas. Se deberán establecer 

mecanismos para facilitar la participación de conformidad con su edad y 

madurez en casos de personas menores de edad.  

 

Artículo 11. Derechos de la víctima. Son derechos de la persona víctima, por 

lo menos, los siguientes: a. Privacidad de identidad de la víctima y de su 

familia, b. La recuperación física, psicológica y social, c. La convivencia 

familiar, d. Asesoría legal y técnica y a un intérprete durante la atención y 

protección, para tener acceso a la información en el idioma que efectivamente 

comprenda. e. Asesoría legal y técnica y a un intérprete para el adecuado 

tratamiento dentro del hogar de protección o abrigo. Para las personas 

menores de edad, la Procuraduría General de la Nación asignará los abogados 

procuradores correspondientes, f. Permanencia en el país de acogida durante 

el proceso de atención para la persona víctima de trata, g. Reparación integral 

del agravio, h. La protección y restitución de los derechos que han sido 

amenazados, restringidos o violados, e i. Otros que tengan por objeto 

salvaguardar el adecuado desarrollo de su personalidad, integridad y sus 

derechos humanos. Los derechos enunciados en este artículo son integrales, 

irrenunciables e indivisibles.  

 

Artículo 12. Restitución de derechos. Los derechos a restituir, proteger o 

garantizar, entre otros, son: la vida, la integridad, la salud, la educación, 

condición de vida adecuada, la convivencia familiar, la recuperación emocional, 

la capacitación técnica, la recreación y todos aquellos reconocidos por la 

Constitución Política de la República de Guatemala, leyes, tratados y convenios 

internacionales vigentes en el país.  

 


